
Acta De Votación
Poder Judicial

Sala Constitucional

Miércoles, 13 de julio de 2022

En San José, a las diez horas con diez minutos del trece de julio del dos mil veintidós, se inició la votación de la
Sala Constitucional, conformada por los Magistrados Fernando Castillo Víquez (quien preside), Fernando Cruz Castro,
Paul Rueda Leal, Luis Fdo. Salazar Alvarado, Jorge Araya García, Roberto Garita Navarro (Plaza vacante Hernández
López) y Ana Cristina Fernández Acuña(en sustitución de la Magistrada Garro Vargas)

El resultado de la votación fue el siguiente:

A. RESOLUCIONES DE LA SALA:

Exp. Nº Voto Nº Tipo Por Tanto

22-004086-0007-CO 2022016237 RECURSO
DE

AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.-

22-006043-0007-CO 2022016238 RECURSO
DE

AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.-

22-006153-0007-CO 2022016239 RECURSO
DE

AMPARO

Se suspende la tramitación de este recurso de amparo, hasta tanto no
sea resuelta la acción de inconstitucionalidad que se tramita bajo el
expediente número No. 20-020914- 0007-CO.

22-007958-0007-CO 2022016240 RECURSO
DE

AMPARO

Se reitera a Yaxinia Díaz Mendoza, en su condición de Directora de
Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien en
su  lugar  ejerza  tal  cargo,  el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  la
Sentencia N° 2022-011710 de las 10:05 horas del  27 de mayo de
2022, bajo la advertencia de ordenar el testimonio de piezas ante el
Ministerio Público por el delito previsto en el artículo 71, de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional. Notifíquese.-

22-010073-0007-CO 2022016241 RECURSO
DE

AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.

22-010823-0007-CO 2022016242 RECURSO
DE

AMPARO

Se le  reitera  a  Taciano Lemos Pires y  Shirley  Rojas Mora,  por  su
orden Director General y Jefa del Servicio de Validación de Derechos,
ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, o a quienes
ocupen los cargos, el cumplimiento de lo dispuesto por esta Sala en la
sentencia  No.  2022-013261 de las 09:20 horas del  10 de junio  de
2022,  en  el  sentido  de  que  practique  al  tutelado  la  cirugía  que
necesita,  previo  cumplimiento  de  los  requisitos  médicos,  así  como
bajo la estricta supervisión y responsabilidad del médico tratante. Esto
sin  perjuicio  de  la  posibilidad  de  iniciar  con  posterioridad,  el
procedimiento  cobratorio  respectivo  por  la  atención  brindada,  si
procediera conforme a Derecho. Lo anterior,  bajo la advertencia de
ordenar la apertura de un procedimiento administrativo disciplinario,
con base en lo dispuesto el artículo 53 de la Ley de la Jurisdicción
Constitucional, en caso de no hacerlo y, además, testimoniar piezas al
Ministerio Público conforme lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional. Notifíquese.-
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22-010959-0007-CO 2022016243 RECURSO
DE

AMPARO

Se  declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso,  sin  especial
condenatoria en costas,  daños y perjuicios,  solo en relación con la
fecha  de  la  cita  de  valoración  del  amparado  en  el  servicio  de
Ortopedia del hospital San Rafael de Alajuela. En todo lo demás, se
declara sin lugar el recurso. El magistrado Rueda Leal suscribe nota.
Los  magistrados  Salazar  Alvarado  y  Garita  Navarro  salvan
parcialmente el voto y disponen la condenatoria en daños, perjuicios y
costas. Notifíquese. 

22-010969-0007-CO 2022016244 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Taciano Lemos Pires y
María Daniela Rivera Monge, por su orden director general y jefa del
Servicio  de  Oftalmología,  ambos  del  Hospital  Dr.  Rafael  Ángel
Calderón Guardia, así  como a Adolfo Rodríguez Cheung a.i.  en su
condición de director médico a.i. de la Clínica Oftalmológica de la Caja
Costarricense de Seguro Social, o a quienes en su lugar ejerzan esos
cargos, que dispongan de manera pronta y oportuna las acciones y
coordinaciones necesarias,  para que en el  plazo máximo de TRES
MESES, contado a partir de la notificación de la presente sentencia,
se realice el procedimiento quirúrgico prescrito a la parte amparada,
todo bajo estricta supervisión y responsabilidad de su médico tratante,
siempre y cuando no exista alguna causa que lo impida y se hayan
cumplido todos los requerimientos preoperatorios e instituciones y sea
posible de acuerdo con la reorganización del servicio decretada por la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID-19). Se advierte a la autoridad recurrida que de conformidad
con  lo  establecido  en  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o hacer cumplir,  dictada en un recurso de amparo, y no la
cumpliere  o  hiciere  cumplir,  siempre  que  el  delito  no  esté  más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y  perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado  Castillo  Víquez  pone  notas.  El  Magistrado  Rueda  Leal
pone nota. Notifíquese. -

22-011353-0007-CO 2022016245 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Joicy Solís Castro, en su
condición de Directora General y a Roberto Garita González, en su
condición de Jefe del Servicio de Ortopedia, ambos del Hospital Dr.
Fernando Escalante Pradilla, o a quienes en sus lugares ejerzan los
cargos,  que  en  el  plazo  de  TRES MESES,  contado  a  partir  de  la
notificación de esta sentencia, se reprograme la cita de valoración de
la parte tutelada del 3 de enero de 2024 en el Servicio de Ortopedia
de ese centro médico. Lo anterior, de conformidad con el criterio de
sus médicos tratantes y siempre y cuando sea posible de acuerdo con
la reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
con ocasión de la epidemia de coronavirus (COVID-19). Además, bajo
el apercibimiento que con base en lo establecido en el artículo 71, de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres
meses  a  dos  años,  o  de  veinte  a  sesenta  días  multa,  a  quienes
recibieren una orden que deban cumplir o hacer cumplir, dictada en un
recurso de amparo y que no la cumplieren o no la hicieren cumplir,
siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a
la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las costas, daños y
perjuicios  causados  con  los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. Notifíquese.-

22-011377-0007-CO 2022016246 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Taciano Lemos Pires y
Hugo Dobles Noguera, en condición de director general y de jefe del
Servicio de Ortopedia ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón
Guardia, o a quienes ejerzan esos cargos, que dispongan y coordinen
lo necesario a efecto que en el plazo de UN MES, contado a partir de
la notificación de esta sentencia, se remita la solicitud de resonancia
magnética  de  la  amparada  al  Centro  Nacional  de  Resonancias
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Magnéticas, a efectos de que se defina su procedencia; de ser así, se
agende la cita del estudio, teniendo en cuenta la fecha de la cita de
control.  Se  advierte  a  los  recurridos  que  de  conformidad  con  lo
establecido  en  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o hacer cumplir,  dictada en un recurso de amparo, y no la
cumpliere  o  hiciere  cumplir,  siempre  que  el  delito  no  esté  más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y  perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Rueda Leal pone nota. Notifíquese.

22-011463-0007-CO 2022016247 RECURSO
DE

AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada. Se reitera a Rocío Solís Gamboa,
José Leonardo Sánchez Hernández y Julio Barrantes Zamora, en sus
calidades de Viceministra Académica, de Viceministro de Planificación
y  Coordinación  Regional  y  de Director  a.i.  de  Recursos  Humanos,
todos funcionarios del Ministerio de Educación Pública, que procedan
al cumplimiento de lo dispuesto en Sentencia Nº 2022-014256, de las
09:20 horas del 24 de junio de 2022, bajo la advertencia de ordenarse
la apertura de un procedimiento administrativo en su contra si no lo
hicieren.-

22-011503-0007-CO 2022016248 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el  recurso.  Se ordena  a quienes ocupen los
cargos de Director Médico y Jefe del Servicio de Cirugía, ambos del
Hospital  Dr.  Enrique Baltodano Briceño,  que giren las órdenes que
procedan,  coordinen  lo  necesario  y  lleven  a  cabo  todas  las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para
que  dentro  del  plazo  de  TRES  MESES  contado  a  partir  de  la
notificación de esta sentencia, valoren a la tutelada y determinen el
tratamiento médico que se debe seguir. En caso que se confirme que
la  amparada  debe  ser  operada,  dicho  procedimiento  deberá  serle
realizado  dentro  de  ese  mismo  plazo  de  tres  meses,  bajo  estricta
responsabilidad y supervisión de su médico tratante, y siempre que
una variación de las circunstancias médicas de la paciente no requiera
otro  tipo  de atención.   Lo anterior,  siempre  y  cuando sea  posible,
tomando  en  cuenta  los  factores  de  riesgo  que  pueda  presentar  la
amparada y, de acuerdo con la reorganización del servicio decretada
por  la  emergencia  hospitalaria  con  ocasión  de  la  epidemia  de
coronavirus (COVID-19). En caso de que no sea posible cumplir con lo
anterior, en atención a las razones mencionadas, deberán adoptarse
las medidas del caso para que la orden dada sea acatada dentro del
plazo  indicado,  luego  de  superada  la  epidemia  de  coronavirus,
siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes. Se advierte a
las autoridades recurridas que de conformidad con lo establecido por
el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense de Seguro Social (CCSS) al pago de las costas, daños
y  perjuicios  causados  con  los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. El Magistrado Rueda consigna una nota.
Notifíquese.-

22-011646-0007-CO 2022016249 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde en
su  condición  de  directora  general  del  Hospital  Dr.  Max  Peralta
Jiménez, o a quien ocupe ese cargo, que gire las órdenes pertinentes
y lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de su
competencia para que, dentro del plazo no mayor a UN MES contado
a partir de la notificación de la sentencia, la tutelada sea valorada en
el  Servicio  de  Ortopedia  y  se  determine  el  tratamiento  médico  a
seguir. Lo anterior se dicta siempre que sea posible de acuerdo con la
reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
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con ocasión de la pandemia por la covid-19. Se advierte a la autoridad
recurrida que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres
meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia
ante la jurisdicción contencioso administrativa. El Magistrado Castillo
Víquez pone notas. El Magistrado Rueda Leal pone nota. Notifíquese.

22-011802-0007-CO 2022016250 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios.  Se ordena a Gabriela Clare Lobo y Karla Solís
Mora,  por  su  orden,  directora  médica  a.i.  y  jefa  del  II  Nivel  de
Atención,  ambas del  C.A.I.S.  Dr.  Marcial  Fallas  Díaz,  o  a  quienes
ocupen esos cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo
todas  las  actuaciones  que  estén  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias, para que: 1) el 16 DE JULIO DE 2022, fecha indicada
en el informe rendido a esta Sala, se le practique a la amparada la
colonoscopia prescrita. 2) Además, los resultados de la colonoscopia y
la  gastroscopia  deberán  estar  disponibles  antes  de  la  cita  que  la
amparada tiene programada en el servicio de Medicina Familiar de la
clínica  Marcial  Fallas  para  el  15  de  setiembre  de  2022.  Todo  lo
anterior se dicta,  siempre y cuando sea posible de acuerdo con la
reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
con  ocasión  de  la  pandemia  de  la  COVID-19.  Además,  si  fuere
necesario,  deberán  coordinar  con  otro  centro  médico  que  tenga
disponibilidad de espacios. En caso de que fuere imposible cumplir lo
anterior en atención a las razones mencionadas, deberán adoptar las
medidas  del  caso  para  que la  orden dada sea acatada  dentro  del
plazo  otorgado  por  este  pronunciamiento,  luego  de  superada  la
epidemia de coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de
hacerlo  antes.  Se  advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de
conformidad  con  lo  establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. El magistrado Rueda Leal suscribe
nota.  Los  magistrados  Salazar  Alvarado  y  Garita  Navarro  salvan
parcialmente el voto y disponen la condenatoria en daños, perjuicios y
costas. Notifíquese. 

22-011961-0007-CO 2022016251 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Randal Álvarez Juárez,
en su condición de gerente médico, Marjorie Obando Elizondo, en su
condición de coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, y a
María Eugenia Villalta Bonilla, en su condición de directora general del
Hospital San Juan de Dios, todos de la Caja Costarricense de Seguro
Social, o a quienes ocupen dichos cargos, que adopten las medidas
necesarias  y  ejecuten  las  acciones  pertinentes  a  efectos  que  la
amparada  [NOMBRE  001] reciba  inmediatamente,  bajo  estricta
responsabilidad y supervisión de su médica tratante, el tratamiento de
"Bevacizumab”  por  el  tiempo  y  en  la  dosis  prescrita,  lo  anterior
siempre y cuando no sobrevenga una variación de las circunstancias
médicas de la paciente que contraindique tal medicamento y se sigan
los lineamientos recomendados en el dictamen médico legal n.º 2022-
0004354.  Se  advierte  a  las  autoridades  recurridas  que,  de
conformidad  con  lo  establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados

4

Documento firmado digitalmente
07/09/2022 14:34:25



con los hechos que sirven de base a esta declaratoria,  los que se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
Notifíquese.

22-011976-0007-CO 2022016252 RECURSO
DE

AMPARO

Se  declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso,  sin  especial
condenatoria  en  costas,  daños  y  perjuicios.  Se  ordena  a  Karen
Rodríguez Segura y Manuel Vindas Montero, por su orden directora
general y jefe del servicio de Cirugía, ambos del hospital San Rafael
de  Alajuela,  o  a  quienes  ocupen  esos  cargos,  que  realicen  las
gestiones pertinentes dentro del  ámbito de sus competencias,  para
que tal y como se informó bajo juramento a esta Sala, el tutelado sea
valorado en la especialidad de Ortopedia el 5 de setiembre de 2022, y
se defina el plan de manejo a seguir en atención de su padecimiento,
de  conformidad  con  el  criterio  del  médico  tratante.  Lo  anterior  se
ordena siempre que sea posible de acuerdo con la reorganización del
servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la
pandemia por la COVID-19. En caso de que fuere imposible cumplir lo
anterior en atención a las razones mencionadas, deberán adoptar las
medidas  del  caso  para  que la  orden dada sea acatada  dentro  del
plazo  otorgado  por  este  pronunciamiento,  luego  de  superada  la
pandemia, siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes, y
condicionado a que la situación de la persona amparada no implique
un  riesgo  desproporcionado  e  irrazonable  a  su  salud  o  vida.  Se
advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. En lo demás se declara sin lugar el recurso. El
magistrado Castillo Víquez consigna nota. El magistrado Rueda Leal
suscribe  nota.  La  magistrada  Jara  Velásquez  pone  nota.  Los
magistrados Salazar Alvarado y Garita Navarro salvan parcialmente el
voto  y  disponen  la  condenatoria  en  daños,  perjuicios  y  costas.
Notifíquese.

22-011991-0007-CO 2022016253 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Taciano Lemos Pires, en
calidad de Director General y Carolina Jiménez Jiménez en calidad de
jefe del Servicio de Cirugía General, ambos del Hospital Dr. Rafael
Ángel  Calderón  Guardia,  o  a  quienes  ejerzan  esos  cargos,  que
dispongan y coordinen lo necesario a efecto de que en un plazo no
mayor a TRES MESES, contado a partir  de la notificación de esta
sentencia, valoren al tutelado y determinen el tratamiento médico que
esta  debe  seguir.  En  caso  de  que  se  determine  que  requiere  ser
operado, dicho procedimiento deberá serle realizado dentro de ese
mismo  plazo  de  TRES  MESES,  bajo  estricta  responsabilidad  y
supervisión de su médico tratante y siempre que una variación de las
circunstancias  médicas  de  la  paciente  no  requiera  otro  tipo  de
atención. Todo lo anterior se dicta, siempre y cuando sea posible de
acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID 19). En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior, en
atención a las razones mencionadas, deberán adoptarse las medidas
del  caso  para  que  la  orden  dada  sea  acatada  dentro  del  plazo
otorgado por este pronunciamiento, luego de superada la epidemia de
coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes.
Se advierte a las autoridades recurridas que, de conformidad con lo
establecido  por  el  artículo  71,  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional,  se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
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en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado  Castillo  Víquez  ponen  nota.  El  Magistrado  Rueda  Leal
pone nota. Notifíquese.-

22-012330-0007-CO 2022016254 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a María Eugenia Villalta
Bonilla, en su condición de Directora General a.i. y a Ricardo Guerrero
Lizano,  en  su  condición  de  Jefe  del  Servicio  de  Ortopedia,
Traumatología y Rehabilitación, ambos del Hospital San Juan de Dios,
o quienes en sus lugares ejerzan los cargos, que giren las órdenes
pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del
ámbito de sus competencias para que dentro del  plazo máximo de
TRES  MESES,  contado  a  partir  de  la  notificación  de  la  presente
sentencia, valoren a la tutelada y determinen el tratamiento médico
que esta debe seguir.  En caso de que se determine que debe ser
operada, dicho procedimiento deberá serle realizado dentro de ese
mismo  plazo  de  tres  meses,  bajo  estricta  responsabilidad  y
supervisión de su médico tratante y siempre que una variación de las
circunstancias  médicas  de  la  paciente  no  requiera  otro  tipo  de
atención. Todo lo anterior se dicta, siempre y cuando sea posible de
acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID 19). En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior, en
atención a las razones mencionadas, deberán adoptarse las medidas
del  caso  para  que  la  orden  dada  sea  acatada  dentro  del  plazo
otorgado por este pronunciamiento, luego de superada la epidemia de
coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes.
Se advierte a las autoridades recurridas que, de conformidad con lo
establecido  por  el  artículo  71,  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional,  se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Castillo Víquez pone nota. El Magistrado Rueda Leal pone
nota. Notifíquese.-

22-012446-0007-CO 2022016255 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Dr. Douglas Montero
Chacón, Director General del Hospital México o a quien en su lugar
ejerza ese cargo, que gire las órdenes pertinentes y lleve a cabo todas
las actuaciones que estén dentro del ámbito de su competencia para
que, dentro  del  plazo máximo de 1 MESES contado a partir  de la
notificación  de  la  sentencia,  se  le  practique  a  la  parte  amparada
[NOMBRE 001], cédula de identidad [VALOR 001], la cirugía prescrita,
bajo  estricta  responsabilidad  y  supervisión  de  su  médico  tratante,
siempre que una variación de las circunstancias médicas del paciente
no  contraindique  tal  intervención  y  haya  cumplido  con  todos  los
requerimientos preoperatorios e institucionales. Lo anterior se ordena
siempre que sea posible de acuerdo con la reorganización del servicio
decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la pandemia
por  la  COVID-19;  de  no  ser  factible,  deberá  reprogramarse  el
procedimiento lo más pronto posible, tomando en cuenta la situación
de salud del paciente y el plazo de espera al que se ha sometido. Se
advierte a los recurridos que, de conformidad con lo establecido por el
artículo  71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y  no la cumpliere  o no la hiciere
cumplir,  siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la  Caja  Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas,  daños  y  perjuicios  causados,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso administrativa.
El Magistrado Castillo Víquez pone nota, el magistrado Rueda Leal
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consigna nota.  Notifíquese. 

22-012453-0007-CO 2022016256 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Tania Melissa Jiménez
Umaña, en su condición de directora general del Hospital Monseñor
Víctor Manuel Sanabria Martínez, o a quien en su lugar ejerza ese
cargo,  que  disponga  de  manera  pronta  y  oportuna  las  acciones  y
coordinaciones necesarias,  para que en el  plazo máximo de TRES
MESES, contado a partir de la notificación de la presente sentencia,
se realice el procedimiento quirúrgico prescrito a la parte amparada,
todo bajo estricta supervisión y responsabilidad de su médico tratante,
siempre y cuando no exista alguna causa que lo impida y se hayan
cumplido todos los requerimientos preoperatorios e instituciones y sea
posible de acuerdo con la reorganización del servicio decretada por la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID-19). Se advierte a la autoridad recurrida que de conformidad
con  lo  establecido  en  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o hacer cumplir,  dictada en un recurso de amparo, y no la
cumpliere  o  hiciere  cumplir,  siempre  que  el  delito  no  esté  más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y  perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Castillo Víquez pone nota. El Magistrado Rueda Leal pone
nota. Notifíquese. -

22-013117-0007-CO 2022016257 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Randall Álvarez Juárez y
a  Marjorie  Obando  Elizondo,  por  su  orden  Gerente  Médico  y
Coordinadora  del  Comité  Central  de  Farmacoterapia,  ambos  de  la
Caja  Costarricense  de  Seguro  Social,  o  a  quienes  en  sus  lugares
ocupen esos cargos, que adopten las medidas necesarias y ejecuten
las  acciones  pertinentes  a  efectos  que  el  amparado  reciba
inmediatamente el tratamiento con “Pembrolizumab” por el tiempo y
en  la  dosis  prescrita,  lo  anterior,  bajo  estricta  responsabilidad  y
supervisión de su médica tratante, siempre y cuando no sobrevenga
una  variación  de  las  circunstancias  médicas  del  paciente  que
contraindiquen  tales  medicamentos.  Se  advierte  a  las  autoridades
recurridas que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres
meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  causados  con  los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. Notifíquese.-

22-013329-0007-CO 2022016258 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Mario Ruiz Cubillo, en su
condición  de  Gerente  Médico,  a  Marjorie  Obando  Elizondo,  en  su
condición de Coordinadora del Comité Central y a Douglas Montero
Chacón,  en  su  condición  de  Director  General  del  Hospital  México,
todos de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes ocupen
esos cargos, que giren las órdenes que correspondan para que, en
forma inmediata, se le suministre a la tutelada el tratamiento prescrito
por su médico tratante, sea el Trastuzumab Deruxtecan  por el tiempo
y en la dosis prescrita por su médico tratante. Así como bajo la estricta
responsabilidad y supervisión de éste. Se le previene a la autoridad
recurrida que, de conformidad con lo establecido en el artículo 71 de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres
meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no estuviera más gravemente penado. Se condena a la
Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las costas, daños y
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perjuicios  ocasionados  con  los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta
declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. Notifíquese.

22-013748-0007-CO 2022016259 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Randal Álvarez Juárez y
Marjorie  Obando  Elizondo,  por  su  orden  gerente  médico  y
coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja
Costarricense de Seguro Social, o a quienes ocupen esos cargos, que
giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones
que estén dentro del ámbito de sus competencias, a fin de que, de
manera INMEDIATA, a partir de la notificación de esta sentencia, a la
parte amparada se le brinde el medicamento "OLAPARIB" en la dosis
y durante el tiempo que su médica tratante así lo recomiende, bajo
estricta supervisión del profesional en medicina que conoce el caso
del tutelado. Lo anterior se dicta con la advertencia de que según lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  la  jurisdicción  contencioso-
administrativa. Notifíquese.

22-014006-0007-CO 2022016260 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara parcialmente con lugar el recurso por la programación de
la cita de la recurrente para el 25 de octubre de 2022 en Ortopedia del
Hospital Calderón Guardia. Se ordena Taciano Lemos y Hugo Dobles
Noguera, en su orden, director general y jefe de Ortopedia, ambos del
Hospital  Calderón  Guardia,  o  a  quienes  en  su  lugar  ocupen  esos
cargos,  que  adopten  las  medidas  necesarias  para  que,  dentro  del
plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia,
se valore a la recurrente en esa especialidad.  Lo anterior, siempre y
cuando sea posible,  tomando en cuenta los factores de riesgo que
pueda presentar la paciente y, de acuerdo con la reorganización del
servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la
epidemia de coronavirus (COVID-19). En caso de que no sea posible
cumplir  con  lo  anterior,  en  atención  a  las  razones  mencionadas,
deberán adoptarse las medidas del caso para que la orden dada sea
acatada dentro del plazo señalado, luego de superada la epidemia de
coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes.
Se advierte a las autoridades recurridas que, de conformidad con lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y  perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los cuales se liquidarán
en  el  proceso  de  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso
administrativo. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso.
El Magistrado Rueda Leal pone nota. Notifíquese.

22-014018-0007-CO 2022016261 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la actuación
del Hospital México de la Caja Costarricense de Seguro Social.  Se
ordena  a  Douglas  Montero  Chacón,  en  su  condición  de  Director
General y a Fernando Enrique González Salazar, en su condición de
Jefe  de  Clínica  del  Servicio  de  Neurocirugía,  ambos  del  Hospital
México  o  a  quienes  ejerzan   tales  cargos,  que  giren  las  órdenes
pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del
ámbito de sus competencias para que dentro del plazo no mayor de
UN MES, se valore al amparado [NOMBRE 001], cédula de identidad
[VALOR  001],  en  la  especialidad  que  corresponda  y  en  caso  de
requerir  cirugía de "Craneopatía por defecto Óseo" se le realice en un
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plazo no mayor de TRES MESES, contado a partir de la notificación
de  la  sentencia,  bajo  estricta  responsabilidad  y  supervisión  de  su
médico  tratante,  siempre  que  una  variación  de  las  circunstancias
médicas  del  paciente  no  contraindique  tal  intervención,  y  haya
cumplido con todos los requerimientos preoperatorios. Se advierte a la
autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo  establecido  por  el
artículo  71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y  no la cumpliere  o no la hiciere
cumplir,  siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la  Caja  Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas,  daños  y  perjuicios  causados,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso administrativa.
El Magistrado Castillo Víquez pone nota. El Magistrado Rueda Leal
suscribe  nota.  En  lo  demás  se  declara  sin  lugar  el  recurso.
Notifíquese.- 

22-014091-0007-CO 2022016262 RECURSO
DE HABEAS

CORPUS

Se declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso  solo  en  cuanto  a  la
vulneración del  artículo 41 de la Constitución Política respecto a la
tramitación  y  resolución  del  incidente  exclusión  de  beneficiario  y
rebajo  de pensión que se conoce en el  expediente  n.°  08-000334-
0172-PA. Se ordena a Juan Diego González Ávila, en su condición de
juez del Juzgado de Pensiones del II Circuito Judicial de San José, o a
quien ocupe ese cargo,  coordinar  lo  necesario  y  llevar  a  cabo  las
actuaciones  que  se  encuentren  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias  para  que,  en  aplicación  del  principio  pro  sentencia,
dentro del plazo de TRES DÍAS, contado a partir de la notificación de
esta sentencia, decida lo que en derecho corresponda sobre la prueba
que aún falta por recibir en el incidente de rebajo de cuota alimentaria
referido al expediente n.° 08-000334-0172-PA; y, una vez evacuadas
las  pruebas,  el  juez  resolverá  tal  incidente  y  notificara  el
pronunciamiento  correspondiente  al  tutelado  dentro  de  los  CINCO
DÍAS hábiles siguientes. Lo anterior se dicta con el apercibimiento de
que con  base  en  lo  establecido  en el  artículo  71  de la  Ley  de la
Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años,  o  de  veinte  a  sesenta  días  multa,  a  quienes  recibieren  una
orden que deban cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de
habeas  corpus  y  que  no  la  cumplieren  o  no  la  hicieren  cumplir,
siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al
Estado al pago de daños y perjuicios causados con los hechos que
sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución
de sentencia de lo contencioso administrativo. En todo lo demás, se
declara sin lugar el recurso. Notifíquese.

22-014097-0007-CO 2022016263 ACCIÓN DE
INCONSTIT
UCIONALID

AD

Se rechaza de plano la acción.   

22-014112-0007-CO 2022016264 RECURSO
DE

AMPARO

Se aclara la sentencia No. 2022015879 de las 09:15 horas del 08 de
julio de 2022, en los términos establecidos en el considerando II de
esta resolución, de manera que en la parte dispositiva se dirá: "Se
declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Juan  Antonio  Ugalde
Muñoz,  en  su  condición  de  Director  General,  y  a  Alejandro  Marín
Mesen, en su condición de Jefe del Servicio de Maxilofacial, ambos
del Hospital México, así como a Taciano Lemos Pires, en su condición
de Director General, y a Melissa Loaiza Morales, en su condición de
Jefe a.i.  de Servicio de Odontología, ambos del Hospital Dr. Rafael
Ángel  Calderón Guardia,  o  a quienes en sus lugares ocupen esos
cargos,  que  ejecuten  todas  las  actuaciones  que  estén  dentro  del
ámbito de sus competencias y coordinen lo necesario para que dentro
del plazo máximo de TRES MESES, contado a partir de la notificación
de  esta  sentencia,  la  tutelada  sea  valorada  por  los  médicos
especialistas de ambos centros médicos y  se llegue a un acuerdo
sobre el plan de manejo por seguir a fin de tratar su padecimiento, el
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cual deberá iniciar su ejecución en un plazo NO MAYOR A UN MES,
contado a partir del referido acuerdo. Lo anterior se ordena en tanto
sea posible de acuerdo con la reorganización del servicio decretada
por  la  emergencia  hospitalaria  con  ocasión  de  la  pandemia  de  la
COVID-19”.  En  lo  demás,  se  mantiene  incólume  la  sentencia.
Notifíquese.

22-014172-0007-CO 2022016265 RECURSO
DE

AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso  únicamente,  en  relación  con  las
autoridades del Hospital San Rafael de Alajuela. Se ordena a Karen
Rodríguez Segura, y a Jeremías Sandí Delgado, en su condición de
Directora  General  y  Jefe  del  Servicio  de  Oftalmología,  ambos  del
Hospital San Rafael de Alajuela, o a quienes ocupen dichos cargos,
que  dispongan  de  todo  lo  necesario  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias para que dentro del plazo de TRES DÍAS, contado a
partir  de la notificación de esta  sentencia,  se le  asigne una cita al
tutelado  en  la  especialidad  de  optometría,  la  cual  deberá  ser
comunicada en forma inmediata al CAI Jorge Arturo Montero Castro; Y
dentro del plazo de SEIS MESES, el tutelado deberá ser valorado en
dicha  especialidad,  siempre  y  cuando  no  exista  alguna  causa  o
condición  médica  que  lo  impida  y  sea  posible  de  acuerdo  a  la
reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
con  ocasión  de  la  epidemia  de  coronavirus  (COVID-19).  De  ser
necesario deberá coordinar su atención con otro centro hospitalario
que  tenga  disponibilidad  de  espacios.  Se  advierte  a  la  autoridad
recurrida que, de conformidad a lo establecido por el artículo 71, de la
Ley  de  la  Jurisdicción  Constitucional,  se  impondrá  prisión  de  tres
meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense
de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados
con los hechos que sirven de base a esta declaratoria,  los que se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
Tome  nota  las  autoridades  recurridas  del  establecimiento  penal
recurrido lo dispuesto en la parte final de los considerandos de esta
sentencia. El Magistrado Rueda Leal pone nota. Notifíquese.-

22-014243-0007-CO 2022016266 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde, en
su  condición  de  Directora  General  del  Hospital  Dr.  Max  Peralta
Jiménez, o quien en su lugar ejerza el cargo, que gire las órdenes
pertinentes y lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del
ámbito de sus competencias para que dentro del  plazo máximo de
TRES  MESES,  contado  a  partir  de  la  notificación  de  la  presente
sentencia, valoren a la tutelada y determinen el tratamiento médico
que esta debe seguir.  En caso de que se determine que debe ser
operada, dicho procedimiento deberá serle realizado dentro de ese
mismo  plazo  de  tres  meses,  bajo  estricta  responsabilidad  y
supervisión de su médico tratante y siempre que una variación de las
circunstancias  médicas  de  la  paciente  no  requiera  otro  tipo  de
atención. Todo lo anterior se dicta, siempre y cuando sea posible de
acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID 19). En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior, en
atención a las razones mencionadas, deberán adoptarse las medidas
del  caso  para  que  la  orden  dada  sea  acatada  dentro  del  plazo
otorgado por este pronunciamiento, luego de superada la epidemia de
coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes.
Se advierte a las autoridades recurridas que, de conformidad con lo
establecido  por  el  artículo  71,  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional,  se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los
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hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Castillo Víquez pone nota. El Magistrado Rueda Leal pone
nota. Notifíquese.-

22-014276-0007-CO 2022016267 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Joicy Solís Castro, a
Roberto Garita González y, a José Miguel Jiménez Elizondo, en sus
calidades  respectivas  de  Directora  General,  Jefe  del  Servicio  de
Ortopedia, y Jefe del Servicio de Radiología, todos del Hospital Dr.
Fernando Escalante Pradilla, o a quienes en sus lugares ocupen esos
cargos, que giren las órdenes que procedan, coordinen lo necesario y
lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de
sus competencias, para que: a) el 29 de julio de 2022 se lleve a cabo
el examen radiológico que le fue prescrito a la tutelada con carácter
prioritario (para ser tomado y enviado) y; b) se reprograme la cita de la
tutelada en la Especialidad de Ortopedia del Hospital Dr.  Fernando
Escalante Pradilla, en el plazo prescrito por su médico tratante (un año
contado desde su prescripción - 25 de mayo de 2022-). Lo anterior,
siempre y  cuando sea  posible,  tomando en cuenta  los factores  de
riesgo  que  pueda  presentar  la  amparada  y,  de  acuerdo  con  la
reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
con ocasión de la epidemia de coronavirus (COVID-19). En caso de
que no sea posible cumplir con lo anterior, en atención a las razones
mencionadas, deberán adoptarse las medidas del caso para que la
orden dada sea acatada dentro del plazo de TRES MESES, luego de
superada  la  epidemia  de  coronavirus,  siempre  y  cuando no  exista
posibilidad de hacerlo antes. Se advierte a las autoridades recurridas
que de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso y no la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social (CCSS) al pago de las costas, daños y perjuicios causados con
los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta  declaratoria,  los  que  se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
El  Magistrado  Castillo  consigna  una  nota.  El  Magistrado  Rueda
consigna una nota. Notifíquese.-

22-014338-0007-CO 2022016268 RECURSO
DE HABEAS

CORPUS

Se declara con lugar el recurso, sin disponer la libertad del recurrente.
Se ordena a Jenny Chacón Fernández, en su condición de Directora,
y  en  representación  del  Presidente  del  Consejo  Técnico
Interdisciplinario del Ámbito de Convivencia E del Centro de Atención
Institucional  Jorge  Arturo  Montero  Castro,  o  quien  ocupe  dichos
cargos, tomar todas aquellas medidas que se encuentren dentro del
ámbito  de sus competencias y  coordinar  lo  que  corresponda,  para
que,  dentro  de  plazo  de  cuarenta  y  ocho  horas,  posterior  a  la
notificación de la presente sentencia, notifique al recurrente el acuerdo
tomado en la Sesión Ordinaria E-08-2022, del 08 de abril del 2022,
celebrada por el Consejo Interdisciplinario del Ámbito de Convivencia
E, con respecto a la valoración ordinaria. Se advierte a la recurrida
que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71, de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
hábeas corpus y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que
el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al
pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de
base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de
sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese.-
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22-014483-0007-CO 2022016269 RECURSO
DE

AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso  con  base  en  lo  dispuesto  por  el
artículo 52, párrafo 1º, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin
especial condenatoria en costas, daños y perjuicios. Se le ordena a
Karen Rodríguez Segura, o a quien en su lugar ocupe el cargo de
Directora General y a Melissa Jiménez Morales, en su condición de
Jefe del Servicio de Cirugía, ambas Hospital San Rafael de Alajuela,
que  giren  las  órdenes  pertinentes  y  lleven  a  cabo  todas  las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para
que en la fecha programada (29 de julio de 2022),  la tutelada sea
valorada en el  servicio  médico recurrido.  Todo lo anterior  se dicta,
siempre y cuando sea posible de acuerdo con la reorganización del
servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la
epidemia de coronavirus (COVID 19). En caso de que no sea posible
cumplir  con  lo  anterior,  en  atención  a  las  razones  mencionadas,
deberán adoptarse las medidas del caso para que la orden dada sea
acatada dentro del plazo otorgado por este pronunciamiento, luego de
superada  la  epidemia  de  coronavirus,  siempre  y  cuando no  exista
posibilidad de hacerlo antes. Se advierte a las autoridades recurridas
que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. El Magistrado Castillo Víquez pone
nota. El Magistrado Rueda Leal consigna nota. La Magistrada Jara
Velásquez suscribe nota en relación con la condenatoria en costas,
daños y perjuicios. Los Magistrados Salazar Alvarado y Garita Navarro
salvan  parcialmente  el  voto  y  disponen  la  condenatoria  en  daños,
perjuicios y costas. Notifíquese.-

22-014484-0007-CO 2022016270 RECURSO
DE

AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  le  ordena  a  Oscar  Méndez
Campos, en su condición de director general a.i., y a Héctor Morera
Hernández, en su condición de jefe de Cirugía, ambos funcionarios del
Hospital  de  la  Anexión,  o  a  quienes  en  sus  lugares  ejerzan  esos
cargos, que dispongan de manera pronta y oportuna las acciones y
coordinaciones necesarias, para que para que en el plazo máximo de
TRES MESES,  contados  a  partir  de  la  notificación  de  la  presente
sentencia, se realice el procedimiento quirúrgico idóneo que necesita
la parte amparada [NOMBRE 001], cédula de identidad [VALOR 001],
todo bajo estricta supervisión y responsabilidad de su médico tratante,
siempre y cuando no exista alguna causa que lo impida y se hayan
cumplido todos los requerimientos preoperatorios e institucionales y
sea posible de acuerdo con la reorganización del servicio decretada
por  la  emergencia  hospitalaria  con  ocasión  de  la  epidemia  de
coronavirus (COVID-19); de no ser posible, deberá reprogramarse la
atención  médica  lo  más  pronto  posible,  tomando  en  cuenta  la
situación de salud del paciente. Se advierte a la autoridad recurrida
que de conformidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo, y
no la cumpliere o hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y  perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado  Castillo  Víquez  pone  nota.  El  magistrado  Rueda  Leal
consigna nota. Notifíquese. -  

22-014583-0007-CO 2022016271 RECURSO
DE

AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  (En  cuanto  a  la  cirugía  de
salpigectomía, se resuelve sin especial condenatoria en costas, daños
y  perjuicios).  Se  ordena  a  Karen  Gabriela  Rodríguez  Segura,  a
Sugeidy  Cortés  Sánchez  y  a  Melissa  Jiménez  Morales,
respectivamente, en su condición de Directora General,  de Jefa a.i.
del Servicio de Cirugía General y de Jefa del Servicio de Ginecología,
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todas del Hospital San Rafael de Alajuela o a quienes ocupen esos
cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para
que se cumpla con lo siguiente: 1) El 29 de setiembre de 2022, se le
realice  a  la  amparada Karen  Elieth  Chavarría  Zavala  la  cirugía  de
salpigectomía, conforme a lo informado. 2) Dentro del plazo de tres
meses,  contado  a partir  de  la  notificación  de esta  resolución,  a  la
amparada  se  le  efectúe  la  cirugía  prescrita  por  el  diagnóstico  de
colecistitis. Lo anterior, siempre y cuando sea posible de acuerdo con
la reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
con ocasión de la pandemia de coronavirus COVID-19. Además, bajo
estricta supervisión y responsabilidad de su médico tratante, siempre
que  una  variación  en  las  condiciones  médicas  de  la  paciente,  no
contraindiquen tales procedimientos y  se hayan cumplido todos los
requerimientos  preoperatorios  e  institucionales.  Se  advierte  a  las
recurridas que, de no acatar la orden dicha, incurrirán en el delito de
desobediencia y, que de conformidad con el artículo 71 de la Ley de
esta jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses a dos años, o
de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o hacer cumplir,  dictada en un recurso de amparo y  no la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente  penado.  El  magistrado  Rueda  Leal  pone  nota.  Los
magistrados Salazar Alvarado y Garita Navarro salvan parcialmente el
voto  y  disponen  la  condenatoria  en  daños,  perjuicios  y  costas.
Respecto  al  otro  extremo,  se  condena a  la  Caja  Costarricense  de
Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados con
los hechos que sirven de base a la presente declaratoria, los cuales se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
Notifíquese.

22-014585-0007-CO 2022016272 RECURSO
DE

AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Karen  Rodríguez
Segura,  Jeremías  Sandí  Delgado y  Natalia  Mora González,  por  su
orden directora médica, jefe del servicio de Oftalmología y jefa a.i. del
servicio de Urología, todos del hospital San Rafael de Alajuela, o a
quienes ocupen dichos cargos,  que giren las órdenes pertinentes y
lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de su
competencia  para  que  1)  dentro  del  plazo  máximo  de  UN  MES
contado a partir  de la notificación de la sentencia, al tutelado se le
practique la cirugía de pterigión lateralidad derecha que requiere, y 2)
dentro  del  plazo  máximo de TRES MESES contado  a partir  de  la
notificación de esta sentencia, al tutelado se le practique la cirugía de
vasectomía  por  paridad  satisfecha  objeto  de  este  asunto.  Todo  lo
anterior se dicta sujeto a la estricta supervisión y responsabilidad del
médico tratante de la parte amparada, siempre que las circunstancias
médicas  del  paciente  no  contraindiquen  tales  intervenciones,  y
condicionado a que el  paciente  haya  cumplido todos  los requisitos
preoperatorios  e  institucionales.  Lo establecido  se  ordena mientras
que  sea  posible  de  acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio
decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la pandemia
por la COVID-19. En caso de que fuere imposible cumplir lo anterior
en atención a las razones mencionadas, deberán adoptar las medidas
del  caso  para  que  la  orden  dada  sea  acatada  dentro  del  plazo
otorgado por este pronunciamiento, luego de superada la pandemia,
siempre  y  cuando  no  exista  posibilidad  de  hacerlo  antes,  y
condicionado a que la situación de la persona amparada no implique
un  riesgo  desproporcionado  e  irrazonable  a  su  salud  o  vida.  Se
advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se
liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso-
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administrativa.  El  magistrado  Castillo  Víquez  suscribe  notas
separadas. El magistrado Rueda Leal consigna nota. Notifíquese.

22-014622-0007-CO 2022016273 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Priscilla  Balmaceda
Chaves,  en  su  condición  de  directora  general,  y  Gerardo  Sáenz
Batalla,  en  su  condición  de  jefe  del  Servicio  de  Cirugía  General,
ambos del Hospital San Vicente de Paúl, o a quien ocupe el cargo,
que  giren  las  órdenes  pertinentes  y  lleven  a  cabo  todas  las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para
que, dentro de un plazo no mayor a TRES MESES contado a partir de
la  notificación  de  esta  sentencia,  se  efectúe  el  procedimiento
quirúrgico  que  requiere  la  parte  amparada  bajo  estricta
responsabilidad y  supervisión de su  médico  tratante,  esto  mientras
que una variación de las circunstancias médicas no contraindique tal
intervención  y  haya  cumplido  con  todos  los  requerimientos
preoperatorios. Lo anterior, también siempre y cuando sea posible de
acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID-19). Se advierte a la autoridad recurrida que, de conformidad
con  lo  establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se
liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción contencioso
administrativa. El magistrado Castillo Víquez pone nota. El magistrado
Rueda Leal suscribe nota. Notifíquese. 

22-014627-0007-CO 2022016274 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena  a Krisia Díaz Valverde y a
Rodolfo Fernández Flores, en sus calidades respectivas de Directora
General así como Jefe de la Sección de Cirugía y de la Especialidad
de Otorrinolaringología, ambos del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez,
o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos, que giren las órdenes
que  procedan,  coordinen  lo  necesario  y  lleven  a  cabo  todas  las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para
que dentro del plazo de UN MES contado a partir de la notificación de
esta  sentencia,  se  le  practique  a  la  tutelada  la  cirugía  que  le  fue
prescrita,  previo  cumplimiento  de  los  requisitos  médicos,  así  como
bajo la estricta supervisión y responsabilidad de su médico tratante. Lo
anterior,  siempre  y  cuando  sea  posible,  tomando  en  cuenta  los
factores de riesgo que pueda presentar la amparada y, de acuerdo
con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la  emergencia
hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus (COVID-19).
En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior, en atención a
las razones mencionadas, deberán adoptarse las medidas del  caso
para que la orden dada sea acatada dentro del plazo indicado, luego
de superada la epidemia de coronavirus, siempre y cuando no exista
posibilidad de hacerlo antes. Se advierte a las autoridades recurridas
que de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de
la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso y no la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social (CCSS) al pago de las costas, daños y perjuicios causados con
los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta  declaratoria,  los  que  se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.
El  Magistrado  Castillo  consigna  una  nota.  El  Magistrado  Rueda
consigna una nota. Notifíquese.-

22-014628-0007-CO 2022016275 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Marvin Palma Lostalo,
en  su  condición  de  Director  General  del  Hospital  Dr.  Enrique
Baltodano  Briceño,  o  a  quien  en  su  lugar  ejerza  ese  cargo,  que
disponga de manera pronta y oportuna las acciones y coordinaciones
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necesarias, para que en el plazo máximo de TRES MESES, contados
a  partir  de  la  notificación  de  la  presente  sentencia,  se  realice  el
procedimiento  quirúrgico  idóneo  que  necesita  la  parte  amparada
[NOMBRE 001], cédula de identidad [VALOR 001], todo bajo estricta
supervisión  y  responsabilidad  de  su  médico  tratante,  siempre  y
cuando no exista alguna causa que lo impida y se hayan cumplido
todos los requerimientos preoperatorios e institucionales y sea posible
de  acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID-19);  de  no  ser  posible,  deberá  reprogramarse  la  atención
médica  lo  más  pronto  posible,  tomando  en  cuenta  la  situación  de
salud  del  paciente.  Se  advierte  a  la  autoridad  recurrida  que  de
conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo, y
no la cumpliere o hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social  al  pago de las costas,  daños y  perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado  Castillo  Víquez  pone  nota.  El  magistrado  Rueda  Leal
consigna  nota.  Notifíquese.  -

22-014632-0007-CO 2022016276 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños  y  perjuicios.  Se  ordena  a  Krisia  Díaz  Valverde,  Directora
General y a Rodolfo Fernández Flores, Jefe del Servicio de Cirugía y
de  la  Especialidad  Urología,  ambos  del  Hospital  Dr.  Max  Peralta
Jiménez o a quienes en su lugar ocupen dichos cargos, que giren las
órdenes pertinentes y lleven a cabo las actuaciones que están dentro
del ámbito de sus competencias, para que el 1° de agosto de 2022,
fecha  que  dispuso  la  autoridad  recurrida,  se  valore  al  amparado
[NOMBRE  001],  cédula  de  identidad  número  [VALOR  001],  en  la
Especialidad  Urología  del  Hospital  Dr.  Max  Peralta  Jiménez.  Se
advierte  a  las  autoridades  recurridas  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional,  se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada  dentro  de  un  recurso  de  hábeas
corpus y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté  más gravemente  penado.  El  Magistrado  Rueda Leal  pone
nota.  Los  Magistrados  Salazar  Alvarado  y  Garita  Navarro  salvan
parcialmente el voto y disponen la condenatoria en daños, perjuicios y
costas. Notifíquese.-

22-014634-0007-CO 2022016277 RECURSO
DE

AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Karen  Rodríguez
Segura,  en  su  condición  de  Directora  Médica  y  a  Manuel  Vindas
Montero, en su condición de Jefe del Servicio de Cirugía, ambos del
Hospital San Rafael de Alajuela, o quienes en sus lugares ejerzan los
cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para
que se mantenga la cita programada para el  tutelado para el  1 de
agosto de 2022, a fin de que lo valoren y determinen el tratamiento
médico que esta debe seguir. En caso que se determine que debe ser
operado, dicho procedimiento deberá serle realizado dentro del plazo
de tres meses siguiente, bajo estricta responsabilidad y supervisión de
su médico tratante y siempre que una variación de las circunstancias
médicas de  la  paciente  no requiera otro  tipo de  atención.  Todo lo
anterior se dicta,  siempre y cuando sea posible de acuerdo con la
reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
con ocasión de la epidemia de coronavirus (COVID 19). En caso de
que no sea posible cumplir con lo anterior, en atención a las razones
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mencionadas, deberán adoptarse las medidas del caso para que la
orden  dada  sea  acatada  dentro  del  plazo  otorgado  por  este
pronunciamiento,  luego  de  superada  la  epidemia  de  coronavirus,
siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes. Se advierte a
las autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por
el artículo 71, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y  no la cumpliere  o no la hiciere
cumplir,  siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la  Caja  Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de
base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de
sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El  Magistrado  Castillo
Víquez pone notas. El Magistrado Rueda Leal pone nota. Notifíquese.-

22-014642-0007-CO 2022016278 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a María Eugenia Villalta
Bonilla,  en su condición de Directora General,  y a Maureen Murillo
Jiménez, en su condición de Jefe del Servicio de Cirugía General y
Laparoscópica,  ambas del Hospital San Juan de Dios,  o a quienes
ocupen tales cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo
todas  las  actuaciones  que  estén  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias para que dentro del plazo no mayor a TRES MESES,
contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le practique a
la  amparada la cirugía  que requiere bajo  estricta  responsabilidad y
supervisión de su médico tratante, siempre que una variación de las
circunstancias  médicas  no  contraindique  tal  intervención,  y  haya
cumplido  con  todos  los  requerimientos  preoperatorios.  Lo  anterior,
siempre y cuando sea posible de acuerdo con la reorganización del
servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la
epidemia  de  coronavirus  (COVID-19).  Se  advierte  a  la  autoridad
recurrida que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres
meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere
una orden que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada dentro de un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia
ante la jurisdicción contencioso administrativa. El Magistrado Castillo
Víquez  pone  nota.  El  Magistrado  Rueda  Leal  suscribe  nota.
Notifíquese. 

22-014658-0007-CO 2022016279 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde,
directora general y a Rodolfo Fernández Flores, Jefe de Sección de
Cirugía y de la especialidad de Ortopedia del Hospital Dr. Max Peralta
Jiménez, o a  quienes en sus lugares ocupen esos cargos, disponer lo
necesario para que se programe y practique la intervención quirúrgica
que  requiere  [NOMBRE  001],  portador  de  la  cédula  de  identidad
[VALOR  001],  según  la  recomendación  y  responsabilidad  de  su
médico tratante, todo esto en el plazo máximo de tres meses, a partir
de la comunicación de esta sentencia y siempre y cuando no exista
alguna causa o condición médica que lo impida. Lo anterior se dicta
condicionado a que sea posible hacerlo dada la reorganización del
servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la
epidemia de coronavirus (COVID-19). En caso de que no sea posible
cumplir  con  lo  anterior,  en  atención  a  las  razones  mencionadas,
deberán adoptarse las medidas del caso para que la orden dada sea
acatada dentro del plazo otorgado por este pronunciamiento, luego de
superada  la  epidemia  de  coronavirus,  siempre  y  cuando no  exista
posibilidad de hacerlo antes. Se advierte a la parte recurrida que, de
no acatar la orden dicha, incurrirá en el delito de desobediencia y, que
de conformidad con el artículo 71, de la Ley de esta jurisdicción, se le
impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días
multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir,
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dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir,  siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la  Caja  Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas,  daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de
base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de
sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El  Magistrado  Castillo
Víquez y Rueda Leal  suscriben nota separada. El Magistrado Castillo
Víquez pone nota. Notifíquese.-

22-014669-0007-CO 2022016280 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara con lugar el recurso sin especial condenatoria en costas,
daños  y  perjuicios.  Se  ordena  a  Gabriela  Clare  Lobo,   Directora
Médica  a.i.   y  a  Cinthya  Pérez  Romero,  Jefe  a.i.  del  Servicio  de
Imágenes Médicas del C.A.I.S Dr. Marcial Fallas Díaz,  o a quienes
ocupen esos cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo
todas  las  actuaciones  que  estén  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias,  para  que  en  el  mes  de  julio  de  2022 se  realice  el
ultrasonido de abdomen a [NOMBRE 001], portadora de la cédula de
identidad  [VALOR  001],  y  se  determine  el  tratamiento  para  su
padecimiento, de conformidad con el criterio y la responsabilidad de
los médicos tratantes. Lo anterior se ordena siempre que sea posible
de  acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la pandemia por la COVID-19.
En caso de que fuere imposible cumplir lo anterior en atención a las
razones mencionadas,  deberán adoptar  las  medidas del  caso para
que  la  orden  dada  sea  acatada  luego  de  superada  la  pandemia,
siempre  y  cuando  no  exista  posibilidad  de  hacerlo  antes,  y
condicionado a que la situación de la persona amparada no implique
un  riesgo  desproporcionado  e  irrazonable  a  su  salud  o  vida.  Se
advierte  a  la  parte  recurrida  que  de  irrespetar  la  orden  antedicha
incurrirá en el delito de desobediencia y, que, con base en el artículo
71 de la Ley de esta jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses
a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una
orden que deba cumplir  o hacer cumplir,  dictada en un recurso de
amparo, y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito
no esté más gravemente penado. El Magistrado Rueda Leal consigna
nota. La Magistrada Jara Velásquez suscribe nota en relación con la
condenatoria en costas, daños y perjuicios. Los Magistrados Salazar
Alvarado y Garita Navarro salvan parcialmente el voto y disponen la
condenatoria en daños, perjuicios y costas. Notifíquese.-

22-014706-0007-CO 2022016281 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara  con  lugar  el  recurso,  con  base  en  lo  dispuesto  por  el
artículo 52, párrafo 1º, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin
especial condenatoria en costas, daños y perjuicios. Se le ordena a
Karen Rodríguez Segura y a Dionisio Vargas Gonzáles, por su orden
Directora  General  y  Jefe  a.i.  del  Servicio  de  Urología,  ambos  del
Hospital San Rafael de Alajuela, o a quienes en sus lugares ocupen
esos cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas
las  actuaciones  que  estén  dentro  del  ámbito  de sus  competencias
para que a la amparada se le realice la valoración que requiere el 13
de septiembre de 2022, en el Servicio de Urología, todo bajo estricta
responsabilidad y supervisión de su médico tratante y siempre que
una variación de las circunstancias médicas de la paciente no requiera
otro tipo de atención. Todo lo anterior se dicta, siempre y cuando sea
posible de acuerdo con la reorganización del servicio decretada por la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID-19). En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior, en
atención a las razones mencionadas, deberán adoptarse las medidas
del  caso  para  que  la  orden  dada  sea  acatada  dentro  del  plazo
otorgado por este pronunciamiento, luego de superada la epidemia de
coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes.
Se advierte a las autoridades recurridas que, de conformidad con lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no
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la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente  penado.  El  Magistrado  Rueda  Leal  consigna  nota.  La
Magistrada  Jara  Velásquez  suscribe  nota  en  relación  con  la
condenatoria en costas, daños y perjuicios. Los Magistrados Salazar
Alvarado y Garita Navarro salvan parcialmente el voto y disponen la
condenatoria en daños, perjuicios y costas. Notifíquese.-

22-014716-0007-CO 2022016282 RECURSO
DE

AMPARO

De  conformidad  con  el  artículo  52  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional,  se  declara  con  lugar  el  recurso,  sin  especial
condenatoria en costas, daños y perjuicios. El magistrado Rueda Leal
suscribe  nota.  Los  magistrados  Salazar  Alvarado  y  Garita  Navarro
salvan  parcialmente  el  voto  y  disponen  la  condenatoria  en  daños,
perjuicios y costas.  Notifíquese. 

22-014720-0007-CO 2022016283 RECURSO
DE

AMPARO

De  conformidad  con  el  artículo  52  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional  se  declara  con  lugar  el  recurso,  sin  especial
condenatoria en costas, daños y perjuicios. Se ordena a Krisia Díaz
Valverde, en su condición de Directora General y a Rodolfo Fernández
Flores,  en su  condición  de Jefe  de  la  Sección  de Cirugía  y  de la
Especialidad de Optometría y Oftalmología,  ambos del Hospital  Dr.
Max Peralta Jiménez, o a quienes ocupen dichos cargos,  que a la
amparada se le mantenga la cita en el Servicio de Oftalmología para
el 09 de septiembre de 2022, tal como fue informado a esta Sala. Lo
anterior,  también siempre y  cuando sea posible de acuerdo con la
reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
con ocasión de la epidemia de coronavirus (COVID-19). Se advierte a
la autoridad recurrida que, de conformidad con lo establecido por el
artículo  71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y  no la cumpliere  o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado.  El
magistrado  Rueda  Leal  suscribe  nota.  Los  magistrados  Salazar
Alvarado y Garita Navarro salvan parcialmente el voto y disponen la
condenatoria en daños, perjuicios y costas. Notifíquese.

22-014881-0007-CO 2022016284 ACCIÓN DE
INCONSTIT
UCIONALID

AD

Se rechaza de plano la acción.  

22-014899-0007-CO 2022016285 RECURSO
DE

AMPARO

Se declara  con  lugar  el  recurso.  Se  le  ordena a  Karen  Rodríguez
Segura,  en su condición de Directora General  y  a  Dionisio  Vargas
González, en su condición de Jefe a.i. del Servicio de Urología, ambos
del Hospital San Rafael de Alajuela, o a quienes en su lugar ocupen
respectivamente  tales  cargos,  que  giren  las  órdenes  pertinentes  y
lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de
sus competencias para que dentro del  plazo máximo de UN MES,
contado a partir de la notificación de la presente sentencia, al tutelado
se le practique la cirugía prescrita, todo bajo estricta responsabilidad y
supervisión de su médico tratante y siempre que una variación de las
circunstancias médicas del paciente no requiera otro tipo de atención.
Todo lo anterior se dicta, siempre y cuando sea posible de acuerdo
con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la  emergencia
hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus (COVID 19).
En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior, en atención a
las razones mencionadas, deberán adoptarse las medidas del  caso
para que la orden dada sea acatada dentro del plazo otorgado por
este pronunciamiento, luego de superada la epidemia de coronavirus,
siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes. Se advierte a
las autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por
el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y  no la cumpliere  o no la hiciere
cumplir,  siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
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condena a la  Caja  Costarricense de Seguro Social  al  pago de las
costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de
base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de
sentencia de lo contencioso administrativo. El Magistrado Rueda Leal
consigna nota. Notifíquese.- 

A las diez horas con cincuenta minutos se da por finalizada la sesión.-

ÚLTIMA LÍNEA.-

Fernando Castillo V.
Presidente
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